Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 19 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


«Solicitud de audiencia del señor Néstor Gómez Alcorta, Presidente de la compañía Efice 
S.A., siendo el motivo explicar la situación por la que está atravesando la empresa debido a un marco 
competitivo desfavorable.». 


-Damos entrada a la solicitud y postergamos su tratamiento hasta que terminemos la 
consideración del proyecto de ley a estudio. 


Por otra parte, haremos las gestiones que sean necesarias para que en la primera sesión de 
la Comisión de agosto concurran representantes del Ministerio a los efectos de brindarnos 
asesoramiento. 


Estamos en condiciones de continuar con el tratamiento de la Carpeta N* 1420/2013: 
proyecto de ley por el que se regula la prestación de servicios de radio, televisión y otros servicios de 
comunicación audiovisual. 


Tenemos una lista de veinticinco artículos desglosados, sin desmedro de los tres que hacen 
referencia a la publicidad electoral, cuyo tratamiento puede ser retomado en Sala. 


SEÑOR COURIEL.- Hay otra serie de artículos que se desglosaron y que tenían que ver con la 
actuación del Poder Judicial en las sanciones. Concretamente, se trata de los artículos comprendidos 
en el Capítulo VI del Título IV y que en la nueva numeración van del 43 al 50. Son propuestas que 
envía el Poder Ejecutivo y que aparecen en la columna de modificaciones enviadas por la Bancada del 
Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los podemos renumerar, con lo que ese capítulo iniciaría con el artículo 42/1. 
En consideración el artículo 32. 


SEÑOR COURIEL.- Este artículo fue desglosado a pedido del señor Senador Gallinal, quien no se 
encuentra presente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 42, «Conciencia de los periodistas». 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Este es un artículo cuyo desglose fue pedido por la Bancada del Frente 
Amplio. 


SEÑORA VILLALBA.- Recuerdo que se había solicitado su desglose en función de una propuesta que 
se hizo para que el nomen iuris del artículo fuera «Objeción de conciencia de los periodistas» en lugar 


de «Cláusula de conciencia de los periodistas». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de un cambio de denominación. Personalmente, no tengo 
inconveniente en que se modifique. 


Se va votar el artículo 42 con el cambio de denominación propuesto. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 42/1. Es un artículo nuevo presentado por la Bancada del Frente 
Amplio que refiere a la acción de protección de los derechos en la comunicación. 


SEÑOR HEBER.- ¿Tuvimos asesoramiento jurídico al respecto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; se hicieron varias convocatorias pero el único que respondió fue el doctor 
Pérez Pérez, quien si bien nunca pudo concurrir, se comprometió a enviar un material escrito, cosa que 
tampoco ocurrió. Doy fe de que se hicieron reiteradas convocatorias porque estuve siguiendo el tema 
de cerca. Sin embargo, se contó con el asesoramiento de la doctora Villalba. 


SEÑORA VILLALBA.- Voy hacer un análisis general de los artículos 42/1 a 42/7 que están 
comprendidos en el Capítulo «Procedimiento para hacer exigible los derechos de las personas a la 
comunicación». Básicamente, se implementa un procedimiento a fin de que el Poder Judicial determine 
las infracciones y aplique las sanciones. Esto sería un procedimiento de conocimiento y de ejecución. 


Los artículos que tienen disposiciones vinculadas a los contenidos son: el artículo 28, 
Derecho a la no discriminación; el 31, Derecho a la privacidad; el 32, Horarios de protección; el 33, 
Publicidad dirigida a niños, niñas y adolescentes y el 34, Publicidad protagonizada por niños, niñas y 
adolescentes. 


Los artículos vinculados a los niños, niñas y adolescentes, 31, 32, 33 y 34, están en estrecha 
vinculación con las disposiciones del Código de la Niñez y de la Adolescencia, que en la actualidad 
establece que la fiscalización la hace el INAU, que es un servicio descentralizado. En este caso, la 
aplicación de las sanciones y la determinación de las infracciones, la va a hacer el Poder Judicial. El 
procedimiento es sumario y está inspirado en la acción de amparo. 


Los legitimados activos para interponer la acción son: cualquier persona física o jurídica con el 
objeto de establecer la pertinencia, la aplicación de sanciones y la determinación de su cuantía por la 
violación de los artículos ya mencionados; el Consejo de Comunicación Audiovisual, quien tiene el 
deber una vez que considere que se han violado los derechos contenidos en las disposiciones 
mencionadas; y los Servicios de Comunicación Audiovisual regulados por esta ley. Todos ellos pueden 
interponer la acción con el objeto de establecer si una información, expresión o pieza comunicacional 
difundida viola los derechos de las personas, establecidos en los artículos 28, 31, 32, 33 y 34. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra se va a votar el Capítulo VI que contiene los 
artículos 42/1 al 42/7. 


(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 48. 


SEÑOR HEBER.- Este es uno de los artículos clave del proyecto de ley por el cual el Gobierno había 
anunciado que no tenía la intención de otorgar un monopolio de hecho a Antel y, por lo tanto, se nos 
había anunciado un artículo modificativo. Tengo una redacción sustitutiva para proponer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación voy a leer el artículo 48 con los cambios que se realizaron. 
Dice así: «Artículo 48 (Incompatibilidades para la prestación de servicios de comunicación audiovisual). 
Las personas físicas o jurídicas que presten servicios de comunicación audiovisual regulados por esta 
ley no podrán, a su vez, prestar servicios de telecomunicación de telefonía o de transmisión de datos. 
Esta incompatibilidad alcanza a las personas, físicas o jurídicas, integrantes de las personas jurídicas 
involucradas. 


Lo establecido en el inciso precedente es» y continúa la misma redacción. 


SEÑOR HEBER.- El artículo sustitutivo, básicamente, estaría eliminando la referencia al permiso, 
autorización o licencia y aclara que estarían comprendidas todas las personerías jurídicas. En principio, 
me parece que eso está bien porque aclara la intención del Poder Ejecutivo. Pero no soy jurista y en 
este momento no estoy en condiciones de consultar a un especialista, pero tampoco es mi intención 
ser un obstáculo para que la mayoría pueda votar la norma. Por lo tanto, me reservo la opinión sobre 
esta disposición -porque recién recibí el artículo- para la instancia del Plenario. 


Vuelvo a decir que, a simple vista, me parece que la no referencia al permiso, autorización o 
licencia para prestar los servicios, es parte de la aclaración y de la intencionalidad del Poder Ejecutivo 
de no hacer diferencias a la hora de establecer quién podría prestar los servicios de 
telecomunicaciones y audiovisuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 48 sustitutivo. 
(Se vota:) 

-4 en 5. Afirmativa. 

En consideración el artículo 49, relativo al control del régimen de incompatibilidades. 


Conviene aclarar que cuando se establece: «Unidad Reguladora de Servicios de 
Comunicaciones», debe expresarse: «Consejo de Comunicación Audiovisual». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 5. Afirmativa. 

En consideración el artículo 86. 


Con respecto a este artículo, la Bancada del Frente Amplio acuerda eliminar el literal F), que 
establece: «F) Ser Juez, legislador, policía o militar en actividad, o desempeñar cargos políticos o de 
particular confianza». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con el cambio propuesto. 
(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 98 que tiene una redacción alternativa. Si los señores Senadores 
están de acuerdo, continuaríamos avanzando en el articulado hasta que se distribuya el texto. 


En consideración el artículo 142. 


SEÑOR HEBER.- Me parece que el Sistema Público de Radio y Televisión Nacional, además de sus 
cuerpos directores, puede tener, naturalmente, un asesoramiento, cuando lo precise. ¿Pero es 
necesario crear una Comisión Honoraria Asesora? ¿Ven algún inconveniente en el manejo de la 
Dirección del Sodre, en la radio y en la televisión, que genere la posibilidad o necesidad de tener doce 
representantes? Habría dos representantes de los trabajadores del Sistema Público de Radio y 
Televisión Nacional -SPRTN-; un representante del Plenario Intersindical de Trabajadores - Convención 
Nacional de Trabajadores -PIT-CNT-; uno de la Universidad de la República, dos de la sociedad 
civil que trabajen en temas vinculados a los cometidos del SPRTN, uno no legislador designado por la 
Asamblea General, uno del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay -INAU-, uno de la 
Administración Nacional de Educación Pública -ANEP-, uno del sindicato de trabajadores de la 
comunicación social -APU-, y uno de los ciudadanos, en su calidad de usuarios. No sé cómo van a 
establecer los usuarios; quizás hagan un plebiscito, llamando mediante padrón a los dos millones y 
medio de uruguayos, como el de ASSE, que debería haberse elegido y no se eligió, sino que se 
designó. 


Le pediría al señor Director De Cola que nos explique esto. Me da la impresión de que así 
generaríamos inconvenientes. ¿La Dirección del Sodre está funcionando bien o no? ¿Hay 
inconvenientes? ¿Se desvincula de la sociedad y de los trabajadores, que esencialmente están muy 
bien representados? ¿Lo reclaman los trabajadores? ¿Ellos alegan que pueden incidir para que el 
servicio del Sodre se preste mejor, porque se está haciendo mal? Me gustaría que el señor Director De 
Cola justifique la necesidad de la creación de esta Comisión Honoraria Asesora, además de todas las 
otras Comisiones. Parecería que así vamos a estar en una especie de asamblea permanente. 


SEÑOR DE COLA.- Quiero aclarar, en primer lugar, que esta Comisión no reemplaza al Consejo 
Directivo, sino que lo asesora. Entonces, las funciones de dirección, las decisiones finales, todo lo que 
tenga que ver con las directivas, las políticas a implementar, la definición de programación, el quehacer 
del sistema de radio y televisión nacional, lo va a definir el Consejo Directivo. Así está establecido en 
este proyecto. 


Esta Comisión Asesora, al igual que la Comisión Asesora que se define en este proyecto de 
ley, que toca temas o está involucrada en los aspectos de los servicios de comunicación audiovisual 
comerciales y comunitarios, tiene una amplia representación de distintos actores sociales involucrados 
o interesados en emitir opinión y ser escuchados por parte del Consejo Directivo. No hay un 
asesoramiento vinculante sino que se trata de la posibilidad de que el Consejo Directivo reciba 
opiniones de un amplio espectro de visiones distintas, como la Academia, los trabajadores, el Congreso 
de Intendentes, el Poder Legislativo, es decir, distintos actores que pueden solicitar, requerir o expresar 
distintas necesidades en cuanto al tipo de programación o el tipo de emprendimiento audiovisual que 
lleve adelante este sistema. De allí surge la propuesta de crear esta Comisión honoraria y asesora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 142. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 143 con el agregado de «los siguientes» luego de «estará 
integrada por» y la modificación de «doce representantes honorarios» en lugar de «doce miembros 
honorarios». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 144. 


SEÑOR HEBER.- El artículo anterior determina la integración de esta Comisión Honoraria y luego este 
establece sus cometidos. El cometido del primero es asesorar al Directorio del Sistema Público de 
Radio y Televisión Nacional y el del siguiente es el de recepcionar, gestionar y analizar las quejas, 
individuales o colectivas, realizadas por el público respecto de la programación emitida por el Sistema 
Público de Radio y Televisión Nacional. Esto me genera enormes dudas que plantearemos en la 
instancia del Plenario pero, a modo de adelanto, me gustaría hacer las siguientes preguntas. 


¿Cómo funciona esta Comisión? ¿Con un quórum mínimo de integrantes, esto es, con uno o 
dos integrantes, o con los 12 integrantes? Estamos hablando de asesorar sobre quejas del público. 
¿Puede ser una queja, 10 quejas o 100 quejas del público? Estas son algunas dudas que no creo que 
se puedan contestar hoy. 


Luego, el literal C) establece: «Proponer, si correspondiere, al Directorio del SPRTN 
modificaciones o cambios debidamente fundados». Quiere decir que después de recepcionar las 
quejas, puede proponer modificaciones al Directorio. ¿Esto es cuando hubo una queja, dos quejas, 10 
quejas o 100 quejas? No lo sabemos. 


El siguiente literal dice: «Proponer al Directorio del SPRTN, normativa en materia de medios 
de comunicación audiovisual». Por este literal le otorgamos la posibilidad a la Comisión, por medio del 
Sodre, de proponer cambios al sistema de comunicaciones audiovisuales. ¿Esto es así en el caso de 
una queja, dos quejas, 10 quejas o 100 quejas? 


El último literal expresa: «Dictar y aprobar su reglamento de funcionamiento interno». ¡Por 
suerte a todas las comisiones honorarias se le da la potestad de dictar y aprobar el reglamento de 
funcionamiento! ¡Reglamentamos tanto que le encomendamos que se reglamenten a sí mismas! 
¡Faltaría que se reglamenten también como personas! Obviamente es una chanza porque no entiendo 
la razón de todos estos artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 144. 
(Se vota:) 

-4 en 5. Afirmativa. 

Pasamos al artículo 145, que refiere al funcionamiento. 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 145. 

(Se vota:) 

-4 en 5. Afirmativa. 


SEÑOR HEBER.- Quiero dejar constancia de que el último inciso del artículo 145 expresa que el 
sistema proveerá el presupuesto y los recursos humanos, administrativos y técnicos necesarios para el 
funcionamiento de la Comisión Honoraria Asesora del Sistema Público de Radio y Televisión Nacional. 
Entonces, son honorarios pero de todas formas se va a generar un gasto importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora pasamos al análisis del Capítulo sobre las infracciones. 


En consideración el artículo 147. El texto con las modificaciones propuestas quedaría de la 
siguiente manera: «(Competencias).- Corresponderá al Estado, a través del Poder Ejecutivo, de la 
Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones, o del Consejo de Comunicación Audiovisual o del 
Poder Judicial, según corresponda, el control, la supervisión, el ejercicio de la potestad sancionatoria y 
la imposición de las obligaciones previstas en esta ley, de conformidad con lo dispuesto en la presente 
ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
Pasamos a la consideración del artículo 148. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 149, que refiere a las infracciones muy graves. 


SEÑOR HEBER.- En cuanto a este artículo y por su literal A), es muy grave no tener licencia y operar 
sin la correspondiente autorización. El literal B) expresa: «La delegación de la prestación del servicio, 
con las consideraciones del primer inciso del artículo 100 y del artículo 101.» Quisiera que me 
recuerden la referencia a estos artículos. ¿A qué se refieren? 


SEÑOR DE COLA.- El artículo 100, con la numeración vieja sería el 81, corresponde al carácter de 
autorización o licencia a nivel personal. Mientras que el artículo 101, que sería el 82, se refiere a 
vender o ceder espacios para terceros. 


SEÑOR HEBER.- ¿Qué sucede en el literal D) que trata de las limitaciones al incumplimiento de la 
titularidad establecidas en los artículos 53 y 54? Si entendí bien, se relaciona con que no se puede 
tener más de un medio. 


¿Es muy grave lo que establece el literal J): «La negativa, resistencia u otra conducta 
deliberada que impida, dificulte o retrase el ejercicio de las facultades de inspección de la 
Administración”? Impida, sí, pero que dificulte, ya entramos en un terreno muy opinable. Tendríamos 
que definir qué quiere decir dificultar las labores de inspección. Alguien podría decir que dificultaron sus 
labores porque, por ejemplo, no se le abrió la puerta; creo que eso es opinable. 


SEÑOR DE COLA.- Para aclarar un poco cuál es la casuística que prevé este literal quiero señalar 
que, básicamente, se refieren a las inspecciones que realiza la Ursec de los sistemas de trasmisión o 
de la parte técnica. Muchas veces, para verificar la potencia del trasmisor o las condiciones en las que 
está trasmitiendo, ya sea porque hay interferencia o porque tiene alguna problemática, se necesita 
entrar a un local y la inspección no se puede llevar a cabo porque el titular se niega a permitir el acceso 
del cuerpo inspectivo de la Ursec al local donde están los equipos. Ese es el espíritu con el que se 
considera que es una falta muy grave porque, en definitiva, se impide cumplir con la función inspectiva 
del órgano que está a cargo de controlar los aspectos técnicos que pueden tener consecuencias 
peligrosas como, por ejemplo, si se está interfiriendo sistemas aeronáuticos o algún otro tipo de 
sistemas de emergencia, puede constituir una falta muy grave impedir que se pueda realizar la 
inspección. Si la redacción puede dar lugar a que quede muy abierto o tener cierto grado de 


discrecionalidad, podríamos considerarlo. Si el señor Senador tiene alguna propuesta alternativa que 
cumpla el objetivo, no tenemos problema en considerarlo. 


SEÑOR HEBER.- Se califican las faltas en leves, graves y muy graves. Supongo que en el capítulo de 
sanciones, habrá tipos de sanciones en función de la gravedad de la falta, después lo vamos a ver en 
los artículos. Supongo que si es muy grave, se podrá perder la posesión. Quisiera saber si por no dejar 
entrar la inspección, se le puede llegar a sacar la radio. Me parece que la sanción es excesiva; debe 
guardar una relación. Mañana puede suceder que no se tuvo tiempo de abrirle la puerta a los técnicos 
y termina sin la radio por esa dificultad. No creo que sea algo lógico, pero es lo que dice el proyecto de 
ley y la mayoría lo va a votar; por supuesto que me parece un exceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 149. 
(Se vota:) 

-3 en 4. Afirmativa. 

Pasamos al artículo 150, que corresponde a las infracciones graves. 


SEÑORA VILLALBA.- En este artículo habría que eliminar los literales L) y M), porque en ellos se 
establece lo mismo que en los literales H) y G); seguramente hubo un error de tipeo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
Pasamos ahora al artículo 151, que tiene que ver con las infracciones leves. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
Ingresamos al Capítulo Il, que refiere a las sanciones. 
En consideración el artículo 152. 


SEÑOR HEBER.- Anteriormente hice referencia a este artículo cuando mencioné las sanciones muy 
graves, y acá no se especifica claramente cómo se medirá, sino que se dice que las sanciones se 
graduarán «según su gravedad». Concretamente, se establece que la Administración aplicará esto si 
concluye que, por aplicación del artículo que ya votamos, la infracción es grave, muy grave o leve. El 
artículo dice que las sanciones serán: observación, apercibimiento, decomiso, suspensión de hasta 
noventa días en la prestación de la actividad, revocación de la concesión, autorización, licencia o 
registro. 


Me parece que en estos artículos -más allá de que discrepe con ellos- hay una definición de 
leve, grave o muy grave para las infracciones, pero por otro lado se le da un cheque en blanco a la 
Administración para que aplique lo que quiera. Digo esto porque no se aclara, por ejemplo, que para el 
caso de que la infracción sea muy grave se revocará la concesión. Por el contrario, aquí se afirma: «La 
comisión de infracciones dará lugar a la aplicación de las sanciones que se enumeran a continuación, 
las cuales se graduarán según su gravedad y considerando la existencia o no de reincidencia», 


etcétera, pero no es claro, sobre todo para las instancias de suspensión y de revocación de la 
concesión. Me parece que esto debería estar ajustado específicamente a una definición de «muy 
grave», pero si le damos todas estas potestades a la Administración para que evalúe las sanciones y 
su aplicación, ¿para qué calificamos de «leve», «grave» y «muy grave»? Insisto en que después de 
todo esto le damos a la Administración la potestad de sancionar en función de lo que crea, porque la 
gravedad de la infracción no se ata a la sanción. No sé si he sido claro. 


SEÑOR DE COLA.- Me gustaría realizar un par de comentarios al respecto. 


Ante todo debo decir que, efectivamente, el artículo 152 que estamos considerando dice que 
las sanciones «se graduarán según su gravedad». Obviamente, una infracción leve no podrá dar lugar 
a la revocación de la licencia; eso sería totalmente contrario a la graduación que se establece de 
manera expresa. 


Además, el artículo 156 -que también forma parte de este Capítulo- dice: «(Procedimientos).- 
En todos los casos, la aplicación de sanciones se realizará con ajuste a los principios del debido 
proceso y de la razonable adecuación de la sanción a la infracción». O sea que aquí hay un principio 
general a aplicar, por lo que el grado de discrecionalidad queda acotado, ya que debe ser gradual, 
ajustado al proceso y haber una adecuación entre la sanción y la infracción que se cometió. Creo que 
todo esto es garantía suficiente porque, además, todas estas cosas son recurribles como actos 
administrativos y, por tanto, hay una instancia posterior en la que se puede revocar. A su vez, el artículo 
154 trata expresamente de los aspectos de revocación de la autorización de la licencia y establece las 
casuísticas o el tipo de infracción que se considera en ese caso. 


En consecuencia, entiendo que el Capítulo tomado en su conjunto y no considerando este 
artículo en forma aislada, establece un marco apropiado para el manejo de las sanciones en función 
de la gravedad de la infracción cometida y de la reincidencia. Está claro que el hecho de ser 
reincidente es un factor a tener en cuenta porque puede aumentar el nivel de la sanción. 


SEÑOR HEBER.- No quiero seguir discutiendo, pero me parece que esta es una ley 
hiperreglamentarista, en la que se reglamentan hasta las comisiones honorarias. Me parece que esto 
no queda claro y que se da a la Administración una potestad y discrecionalidad para que defina como 
quiera. El artículo 156 no dice nada al respecto puesto que solo establece que en todos los casos la 
aplicación de sanciones se realizará con ajuste a los principios del debido proceso y de la razonable 
adecuación de las sanciones a la infracción. ¿Quién dice qué es razonable? ¿Quién dispone los 
principios del debido proceso? ¿La propia Administración? Me parece que si calificamos las faltas 
como leves, graves y muy graves deberíamos atar las de mayor gravedad a los artículos que disponen 
mayores sanciones. Soy consciente de que no voy a convencer a nadie pero reitero que entiendo que 
esto es un cheque en blanco a la Administración y eso no es bueno. 


SEÑORA VILLALBA.- Los principios del debido proceso y de legalidad están establecidos en la 
Constitución y la Administración aplica las sanciones en muchos procedimientos y no solo en este. 
Además, la conducta debe estar regulada y regida por los principios de proporcionalidad y 
razonabilidad. Eso es así. Sin duda, en el caso de que aplique sanciones y el destinatario considere 
que son desproporcionadas o no son razonables, podrá seguir la vía administrativa u optar por los 
recursos que corresponden, dependiendo del órgano que dictó el acto, y luego por la vía jurisdiccional 
en el TCA. En estas situaciones, el TCA ha entendido que como las causas por las cuales se puede ir 
al Tribunal son razones de legitimidad, mientras no surja manifiesta y legítimamente la sanción en el 
caso concreto, la Administración tiene la discrecionalidad para establecer las sanciones. Quiere decir 
que no debe haber arbitrariedad pero sí discrecionalidad, o sea, un ámbito en el que la ley dé la 
posibilidad a la Administración -teniendo en consideración los extremos explicitados en ella- de aplicar 
las sanciones que considere que corresponden, de acuerdo a la infracción cometida. 


SEÑOR HEBER.- Por supuesto, la doctora es más inteligente y más formada que quien habla en 
materia jurídica para rebatirme y me gusta que así sea, pero mi preocupación está en la suspensión 
por noventa días y la interrupción de la actividad. Pongamos el ejemplo de un medio de prensa o una 
radio a los que se suspende por noventa días, por tres meses. Si deciden recurrir en función del 
debido proceso y acudir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando todo termine 


seguramente estarán fundidos. Reitero que para eso no hubiéramos calificado las sanciones de 
graves, muy graves y leves si después le vamos a dar a la Administración la potestad de decidir en 
función de su criterio. 


Me da la sensación de que aunque puedan referirse a procedimientos que están consagrados 
en la Constitución de la República, la realidad nos lleva a que la suspensión de noventa días o la 
revocación de la concesión tiene que estar muy específicamente establecido a sanciones que sean 
realmente muy graves, ni siquiera a las que se prevén en el artículo correspondiente. De modo que 
tanto el literal E) como el F), a mi juicio, tendrían que estar referidos a algo que sea realmente de 
envergadura. Que exista el debido proceso y que pueda recurrir, ¿qué significa? ¿Recurre qué? 
¿Recurre la liquidación de la empresa? De pronto, le dieron la razón después de que recurrió, pero 
resulta que durante noventa días no estuvo al aire o le revocaron la concesión. Me parece que las 
sanciones son muy duras para dejarlas libradas a la Administración. Es mi opinión, con todo respeto 
por la información jurídica que muy bien la doctora nos ha brindado esta tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro que el espíritu de la ley es que haya una correspondencia entre 
la infracción y la sanción. Me parece que lo que el señor Senador Heber plantea es que, en todo caso, 
quede más claro el sentido de lo que se quiere expresar. Tal como está enfocado el conjunto de los 
cinco artículos, se apunta a que haya una correspondencia. Me gustaría saber si hay algún 
inconveniente en establecer que la suspensión sea hasta noventa días en casos para mí graves. Les 
recuerdo que seguimos analizando el artículo 152, que es el primero de la parte de las sanciones. 
Entonces, el literal E) referiría a los casos de infracciones muy graves, mientras que el F) ya estaría 
contemplado en el artículo 154, donde se hace referencia a las causales de revocación que, en 
definitiva, son todas faltas muy graves. Por la gravedad que implica la revocación, está bien redactar 
un artículo específico. Es decir que en el literal E) se agregaría: “en el caso de infracciones muy 
graves”. 


(Dialogados.) 


SEÑOR HEBER.- Estamos hablando de los artículos 152 y 154, que están vinculados. El argumento es 
el siguiente. Se incluye en el literal E) la posibilidad de que sea para faltas muy graves, pero no se 
establece en el F), que refiere a la revocación, la autorización, la licencia o el registro de la concesión, 
porque de eso se habla en el artículo 154. ¿Ese es el argumento? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, la pregunta que me hago por simple sentido común, es para qué lo 
incluimos en un literal F), en las potestades que se da a la Administración en el tipo de sanciones, 
cuando hay un artículo 154 muy específico que habla sobre la revocación de autorización o licencia. 
Me parece bien que en el literal E) se diga que es solamente para faltas muy graves, y si se mantiene 
el F), también debería hacerse esa referencia, aunque en el artículo 154 se explica más concretamente 
en qué faltas se aplica. 


SEÑOR DE COLA.- Sugiero que al final del literal F) se agregue la frase «según lo establecido en el 
artículo 154». 


SEÑOR ABREU..- Voy a tratar de analizar los artículos 152 y 154 con una visión un poco más severa o 
de apercibimiento sobre los elementos que pueden llegar a perjudicar la vigencia y, sobre todo, la 
constitucionalidad de la ley, que es algo que me preocupa enormemente. 


Está claro que hay sanciones muy importantes -aclaro que no voy a entrar en detalles- y 
específicas. En primer lugar, quiero decir que tal cual está planteado el proyecto de ley, cualquier 
persona que sea sancionada o que sea titular de un derecho personal legítimo y directo puede recurrir 
su constitucionalidad. Aquí hemos sostenido -como lo ha hecho la Cátedra de Derecho Público- que el 
proyecto de ley tiene muchas inconstitucionalidades y muy graves. Pero, ¿qué pasa? Entre otras 
cosas, más allá de la discrecionalidad que se establece -así como de la falta de definición de algunos 
temas:, el artículo 153 establece: «Las resoluciones consentidas o definitivas que impongan sanciones 


pecuniarias de acuerdo a lo previsto en la presente ley, constituyen título ejecutivo a todos sus 
efectos». Es decir que además de las multas que se aplican -que serán de hasta 50.000 unidades 
reajustables-, cuando la resolución consentida o definitiva se transforma en título ejecutivo -habría 
que ver cuál es realmente el alcance jurídico que le damos a una resolución consentida o definitiva- 
comienza un proceso monitorio que se inicia con el embargo. Esto quiere decir que aquel al que se le 
aplica esa sanción, ya tiene como elemento primario un embargo genérico o específico, además de la 
multa que le corresponde. Me parece que se trata de un impacto muy fuerte sobre el deudor -vamos a 
llamarlo así- que ha cometido esa infracción. Esto deriva del tipo de sanción que se viene 
estableciendo, una de las cuales es la revocación de la concesión, autorización, licencia o registro. 
Aclaro que no quiero entrar en el análisis de los artículos porque, como los señores Senadores sabrán, 
los conceptos de incumplimiento sobrevenido o falseamiento son temas que uno tiene que analizar 
desde el punto de vista del Derecho Penal. El falseamiento es un delito: es la falsificación ideológica o 
material. Considero que el término «falseamiento» no es el correcto porque la tipología del Derecho 
Penal hace referencia a «el que falsificare» y no a «el que incurriere en falseamiento». No conozco una 
frase del Código Penal que diga «el que incurra en falseamiento», pero eso no hace al fondo de la 
cuestión desde el punto de vista jurídico. 


Voy a dar lectura a parte de una sentencia de la Suprema Corte de Justicia para que los 
señores Senadores adviertan el camino que estamos recorriendo. Dice así: «El daño del actor, cuando 
es el fundamento económico de la demanda,» -por ejemplo, se me aplica una multa, me embargan y, 
entre otras cosas, logro que se declare inconstitucional la ley, tal como creo que debe ocurrir- 
«presenta a su vez no menos de dos aspectos». Reitero que esto lo dice la Suprema Corte de Justicia 
y no un profesor o un abogado. «En cuanto resultado de una inconstitucionalidad, sólo corresponde 
después de decretada esta, que no lo será por ese daño sino por otras razones. De otra manera, el 
daño es consecuencia y no causa de la inconstitucionalidad. Pero, en cuanto ese daño supondría 
responsabilidad patrimonial del Estado, no es tema de la cuestión constitucional ni está sometido a 
decisión de la Corte, que no es competente al respecto». Insisto en lo siguiente: «Las acciones 
reparatorias de que se crea asistida la actora, deberán ser formuladas por separado. Ellas podrán ser 
compatibles con una ley arreglada a la Constitución, como con otra que la desconozca. Lo que 
demuestra que son temas separables, y que el perjuicio por norma legal es ajeno a la cuestión 
constitucional». 


Quiere decir que si no se apela al tema constitucional pero se siente que se ha sido 
lesionado por una ley que se ha aplicado por exceso de poder, no existen las debidas garantías, se 
llega a un embargo o no se tiene claridad sobre el grado de discrecionalidad, la reparación económica 
supone una responsabilidad del Estado por acto legislativo. Sin dudas, este es un tema muy 
complicado porque ya sabemos los juicios que ha perdido y está perdiendo el Estado por millones y 
millones de dólares cuando no está realmente guarnecido por la legislación. 


Por esas razones insisto en que más allá del tema de las sanciones y de que podamos 
discutir este punto, cuando nos enfrentamos a esta inconstitucionalidad o no, el acto reparatorio de 
quien tiene un derecho que reclamar contra el Estado por acto legislativo puede implicar enormes 
perjuicios desde el punto de vista económico si no estamos preparados para defendernos. Quiero decir 
esto porque como hemos vivido experiencias de esta naturaleza en otras áreas, está claro que esta 
fragilidad puede llevar a juicios en los que el Estado -es decir, todos nosotros- pierda mucho dinero en 
virtud de sanciones que se tomen por acciones, resoluciones u otras vías que estén fuera del marco 
constitucional si alguno de los actores considera que se vio afectado por responsabilidad del Estado 
por acto legislativo. Hay que recordar que estamos hablando de empresas, de concesiones, de 
actividades, de comunicaciones, de inversiones y de derechos que no son de poca importancia. Digo 
esto porque a veces no vemos la totalidad del bosque y con estos temas, la discrecionalidad, que 
también es parte de una tentación natural para evitar que la burocracia tranque las decisiones, termina 
siendo un elemento en contra del Estado y en perjuicio de todos los contribuyentes, que son quienes 
terminan pagando las reparaciones que se deben por parte del Estado por las leyes que no se han 
aplicado o que son declaradas inconstitucionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 152 con las modificaciones planteadas para los 
literales E) y F), que consisten en agregar al literal E) «en caso de infracciones muy graves» y, al final 
del literal F) «según lo establecido en el artículo 154». 


(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera hacer una consulta: el literal D) del artículo 154 refiere a la transferencia 
total. En el caso de que esta sea parcial, ¿estamos dentro de la figura que da lugar a la revocación? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; si dice total, es total. 


SEÑOR ABREU.- Entonces, hecha la ley, hecha la trampa, porque si constituyo una sociedad anónima 
O armo una sociedad de hecho, le pongo otra visión y le hago una transferencia parcial, no se me 
revoca. 


SEÑOR DE COLA.- Efectivamente, el artículo 154 solo considera causal directa de revocación cuando 
la transferencia es total. Pero recordemos que la acumulación de infracciones muy graves puede dar 
lugar también a eso. El literal E) del artículo 154 dice: «La comisión de una infracción muy grave 
cuando el mismo sujeto hubiere sido sancionado en el plazo de un año por la comisión de una o más 
infracciones muy graves». 


Si los señores Senadores están de acuerdo, pasamos a votar los artículos: 153, 154, 155, 
156 y 157. 


(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 158, Título XI «Costo de licencias y precio por uso de espectro». 


SEÑOR HEBER.- El artículo 158 establece el canon que se deberá pagar por mes. ¿Eso es lo que se 
está cobrando actualmente o no se está cobrando nada? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No se está cobrando nada. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, si no se está cobrando nada, ese costo lo va a pagar la gente. El costo 
siempre se traslada; es un impuesto a la gente que ha hecho un esfuerzo por tener televisión por cable. 
Obviamente, no estoy de acuerdo en encarecer aún más un servicio que ya es caro para el usuario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También es cierto que el Estado puede optar por regalar un bien público - 
como ha hecho hasta ahora- o utilizar este criterio. Las ondas y las frecuencias son un bien de la 
sociedad; es así que se definen. 


SEÑOR HEBER.- Son los cables. Está bien: que el pueblo pague. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso, son las licencias. 


SEÑOR DE COLA.- Actualmente, se paga lo que se denomina tasa de marco regulatorio, y lo cobra la 
Ursec. Este canon es un complemento a la tasa que se cobra actualmente. La reflexión sobre si va a 
ser transferido o trasladado a los precios dependerá de las condiciones de competencia del mercado. 


SEÑOR HEBER.- ¿A cuánto está la unidad indexada? 


SEÑOR DE COLA.- Está a aproximadamente $ 2,6. 


(Dialogados.) 


SEÑOR ABREU.- Obviamente, estas son cifras que si nosotros pudiéramos empezar a comprender, 
estaríamos dentro de la alquimia o la psiquiatría fracasada. Sí me parece que es un cambio muy 
radical que hoy no se pague y que mañana se deba pagar. El artículo 159, al final, expresa: «Lo 
abonado por este concepto por los titulares de servicios de radiodifusión se aplicará a los destinos 
indicados por el artículo 142 de la Ley N* 18.996, de 7 de noviembre de 2012. En lo referente a la parte 
administrada por el Ministerio de Industria, Energía y Minería, según el texto del referido artículo, la 
misma formará parte del "Fondo de Promoción del Sector de Comunicación Audiovisual" establecido 
por el artículo 62» Quiere decir que el destino, sobre todo del Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
es el Fondo de Promoción del Sector de Comunicación Audiovisual. Esto es así. 


Nosotros hemos escuchado a representantes de radios del interior y de medios de 
comunicación, hablar sobre las dificultades y las limitaciones enormes que tienen en temas de 
publicidad; sobre las obligaciones que se les van a establecer como, por ejemplo, el contenido; sobre la 
prohibición para los canales de no poder repetir; y sobre la inversión que van a tener que hacer en la 
digitalización para poder enfrentarse al apagón analógico que viene en poco tiempo. Pero aparte 
todavía le vamos a cobrar un precio por la utilización del espectro radioeléctrico. Entonces, me 
pregunto si todo esto no puede terminar afectando enormemente la competitividad de determinados 
actores en el ámbito radioeléctrico del país a los que se les puede agregar costos de tal naturaleza que 
los va a obligar a enfrentarse a una situación económica inmanejable. Me refiero, sobre todo, a quienes 
crean condiciones de inserción social a los más necesitados, que son los que llegan donde no llegan 
los demás. Entonces, a quienes trabajan en un garaje o en una piecita, por ejemplo, que tiene una 
radio -tal como hemos visto- que trasmite al pueblo de Moirones, le vamos a decir que aparte de todas 
las actualizaciones que va a tener que hacer, tendrá que pagar. Además, deben tener contenido y 
producción nacional; tienen que ir a la radio digital y pagar esto y aquello para el Fondo de Promoción 
del Sector de Comunicación Audiovisual, etcétera. Entonces, el dueño de la radio en Moirones ¡rá al 
Fondo de Promoción y se encontrará con diez personas contratadas que, obviamente, tendrán su 
especialidad, etcétera. ¿Acaso esto no es el sueño de Max Weber que dice que la burocracia se 
alimenta a sí misma? 


Pensando en todas las observaciones realizadas, me parece que la contraprestación, el precio 
y todo lo demás, son temas que tienen que ver con la vida comercial. Aquí estamos hablando de un 
servicio radioeléctrico y de los permisos que le corresponden al Estado que, más allá de lo que 
establezca la ley, son revocables porque él es el dueño de todo esto. 


Finalmente, me gustaría formular una pregunta más técnica. ¿Antel no paga nada por esto 
en otra actividad que pueda desarrollar? 


SEÑOR DE COLA.- Respondiendo a las inquietudes del señor Senador Abreu, conviene detallar cuál 
es el espíritu que está detrás de la redacción un tanto compleja -por la paramétrica y demás- del 
artículo 159. 


En definitiva, aquí se estaría recogiendo la misma estructura de precios que hoy por hoy 
cobra la Ursec. Entonces, como la Ursec tiene esta estructura, entendimos conveniente seguir el 
mismo esquema. 


Este precio fue diseñado de forma tal de diferenciar las distintas realidades; esto es, la radio 
de la televisión y, a su vez, el interior de Montevideo. Como bien señaló el señor Senador Abreu son 
realidades distintas, donde los recursos de que disponen especialmente las radios del interior, son 
bastante menores de los que puede disponer un canal de televisión en Montevideo, por nombrar los 
dos extremos de una situación de mercado. 


El artículo dice que los servicios de radiodifusión de radio del interior del país, no pagan, 
están exonerados. Quiere decir que el precio por el uso de espectro es cero. 


Más adelante se refiere a los servicios de radiodifusión de televisión y se establece que los 
que tienen un área de servicio en el interior del país son exonerados si el área de cobertura no alcanza 
más de veinte mil habitantes. 


SEÑOR HEBER.- ¿Qué significa «3,5 x UBUE»? 


SEÑOR DE COLA.- El 3,5 x UBUE es para servicios de radio. Cada UBUE equivale a 153 Unidades 
Indexadas. 


Reitero que intentamos compatibilizar esto con las actuales tarifas de la Ursec; quizá de ahí 
deriven las cuentas complejas. 


Repasemos los precios: las radios, si son solo del interior, están exoneradas. Si cubren 
Montevideo, sin importar el lugar en el que se encuentre la antena, pagan 3,5 por esta unidad base de 
aplicación que equivale a 153 Unidades Indexadas. 


Para la televisión del interior del país, hay cuatro casos en función de la cantidad de habitantes 
que están alcanzados por el área de servicio que tenga asignado el canal de televisión, por lo tanto, se 
habla de hasta 20.000 habitantes, hasta 50.000, hasta 300.000 o más de 300.000. En Montevideo, 
tienen otro precio. 


Finalmente, los servicios de televisión para abonados que también utilicen espectro 
radioeléctrico son diferenciados en función de si son del interior del país -pensamos, por ejemplo, en 
los pequeños cableros del interior que muchas veces usan sistemas del tipo MDS para llegar a la zona 
suburbana y rural- o de Montevideo. 


Hay una mayor imposición en Montevideo porque, obviamente, la población y el tamaño de la 
cobertura son más significativos. Esto para aclarar que están contemplados los diferentes aspectos del 
interior y de Montevideo en cuanto a radio y televisión. Este artículo recoge esa discriminación positiva, 
por llamarlo de alguna manera. 


SEÑOR ABREU.- El artículo 159 en una parte establece: «Los titulares de servicios de radiodifusión 
estarán exonerados de este pago durante los primeros tres años de obtenida la concesión de uso de 
espectro originaria...». O sea que alguien que tiene desde hace años una radio, por ejemplo en Juan 
Lacaze, debe pagar, sin embargo si se adjudica a otro una nueva emisora radial en esa localidad, no 
deberá pagar durante tres años. 


SEÑOR DE COLA.- ¿Cuál es el objetivo de esta exoneración? Cuando hay una nueva concesión, se 
entiende que hay una inversión por parte del titular que tiene que comprar equipamiento de trasmisión, 
antena y demás. Entonces, para facilitar esa inversión, no se lo carga desde el comienzo con esta tasa 
por uso del espectro. Es una forma de facilitarles a los nuevos titulares el ingreso al mercado. 


SEÑOR ABREU..- Personalmente lo veo como un elemento que hará participar en forma desigual a la 
competencia. Por ejemplo, el que desde hace años hizo la inversión para instalar una radio y tuvo que 
enfrentar muchas dificultades, ahora tendrá la posibilidad de constituir otra sociedad, otra radio, es 
decir cerrar la que tiene y abrir una nueva. De esta manera no pagaría durante tres años. ¡Así se haría 
una gran calesita tributaria! 


SEÑOR DE COLA.- La casuística que plantea el señor Senador Abreu no es posible, porque en una 
parte del artículo 159, se establece: «...que no hayan contado en el pasado con otra concesión...». O 
sea que cualquiera que haya tenido espectro en el pasado, deberá pagar desde el principio. 


SEÑOR ABREU.- Eso es así desde el punto de vista jurídico. Pero alguien podrá inventar otra 
sociedad, con otros socios, aunque en los hechos sea la misma persona que se instala en la vereda de 
enfrente. Esto sucede en algunas radios comunitarias, por ejemplo las religiosas -sobre todo en Artigas 
y Rivera-, que han sido perseguidas por tener el pecado de creer en Dios. 


Entonces, los dueños de radios que están en dificultades podrán crear una nueva sociedad 
anónima, integrada por otros socios, e instalarse en la vereda de enfrente para no tener que pagar 
durante tres años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 158 y 159. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 


En consideración el artículo 161 -que pasaría a ser el artículo 174-, en su nueva redacción. 
Dice así: «Los titulares de servicios de comunicación audiovisual alcanzados por las disposiciones del 
artículo 48, tendrán un plazo de doce meses para adecuarse a lo establecido en las mismas. 


Los titulares de servicios de comunicación audiovisual alcanzados por los literales D y F del 
artículo 86, tendrán un plazo de cinco años para adecuarse a lo establecido en él». 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Una de las modificaciones del artículo 161 tenía como título «Adecuación a 
la normativa de incompatibilidad e inhabilitaciones». 


SEÑOR HEBER.- ¿La referencia al artículo 48 sigue siendo correcta? 
SEÑOR PRESIENTE.- Sí, es el artículo 48 de la Cámara de Representantes. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 161. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 


En consideración el artículo 166 que corresponde al actual artículo 179, «Clasificación 
indicativa de obras audiovisuales». En este artículo también hay que cambiar la sigla «Ursec» por 
«Consejo de Comunicación Audiovisual». 


SEÑOR ABREU.- Este artículo quiere decir que el Consejo de Comunicación Audiovisual, con el 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, va a establecer un nuevo marco para la clasificación 
indicativa de las obras audiovisuales en relación a la edad mínima del telespectador recomendada, de 
acuerdo con los nuevos formatos y tipos de contenidos de la comunicación audiovisual actual. 


Ambos organismos también elaborarán una propuesta de normalización de los signos 
visuales y sonoros a utilizar para señalizar los programas, la que será elevada por el Consejo de 
Comunicación Audiovisual al Poder Ejecutivo para su aprobación. 


Mi preocupación refiere a que aquí van a decir qué contenido es truculento, cuál puede tener 
un mensaje pornográfico o afectar la sensibilidad. Y se habla del marco para la clasificación indicativa 
de las obras en relación a la edad mínima. Es decir, que ciertas obras pueden ser vistas hasta 
determinada edad pero, ¿qué pasa con el contenido truculento? Por ejemplo, Hansel y Gretel me 
afectó enormemente porque nunca vi mayor violación de los derechos humanos como en esta obra. 
Tenemos también el caso de Caperucita Roja. Todo ese tipo de truculencia o de visión moderna se 
controlará entre el INAU y el Consejo de comunicación Audiovisual. 


SEÑOR HEBER.- Con el asesoramiento de las Comisiones Honorarias. 


SEÑOR ABREU.- Alrededor de uno hay varias generaciones y lo único que quieren ver son los 
monstruos y cómo se come uno al otro. Estos criterios, ¿van a ser definidos por dos o tres personas? 
¿Qué parámetros van a utilizar? ¿Cuál es el nivel de la truculencia o de la sexualidad explícita o de la 
pornografía? No hay protección para los menores en ninguna hora del día para estas cosas; en un 
canal de televisión para niños, si no pasan cuatro o cinco dragones que se comen a alguien, no se 
entretiene ningún chico. Esto lo veo todos los días, no me lo contaron. Este tema también fue 
planteado en la Comisión por los representantes de la SIP. La edad mínima del telespectador 
recomendada es absolutamente discrecional para la persona que tiene esa competencia. 


SEÑOR DE COLA.- Como dice el artículo, aquí se busca reformular la clasificación indicativa. ¿Qué es 
esto? Es algo que actualmente ya existe y que aplica el INAU, que es el organismo competente para 
los espectáculos públicos. Por ejemplo, se utiliza para la calificación de las películas, las obras de 
teatro, espectáculos de carnaval, etcétera, en cuanto a la edad mínima recomendada para el público 
que asiste a estos eventos. O sea: para mayores de 9, 13 o 18 años. Lo que se propone aquí es 
actualizar la clasificación indicativa, que contiene pautas para quienes deben establecer, sugerir y 
proponer esas calificaciones que, como dice el artículo, son indicativas. Quiere decir que esto no 
establece, en principio, nada más que una indicación para el público, en particular para los padres, 
para que vean el tipo de contenido. Es algo que ya emplean la mayor parte de las señales que llegan 
del exterior y algunos canales de televisión uruguayos. Se está buscando tener una uniformidad de 
criterios, es decir, adaptarnos a la realidad internacional, de los contenidos actuales, porque el sistema 
de calificación ya tiene muchos años y sería conveniente que se adapte a los formatos televisivos o a 
los nuevos formatos que vamos a tener disponibles. Ese es el objetivo de esta disposición transitoria: 
encomendarle al Consejo de Comunicación Audiovisual en trabajo coordinado con el INAU -recogiendo 
toda la experiencia que tiene este Instituto en la materia-, la elaboración de esta guía de clasificación 
indicativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Realizada esta aclaración, corresponde votar el artículo 166. 
(Se vota:) 
-3 en 5. Afirmativa. 


Había quedado pendiente el artículo 98 (Deber de transportar). El señor Senador Gallinal 
toma un planteo de Canal A + V y Canal U. Concretamente, establecía: «Los servicios de televisión 
para abonados no satelitales también deberán incluir, dentro de su paquete básico, las señales de los 
servicios de radiodifusión de televisión abierta, comerciales, públicas o comunitarias, cuya área de 
cobertura sea similar a su área de prestación de servicio». Por la propuesta del señor Senador Gallinal, 
se agrega: « y las señales con una programación mayoritariamente de producción nacional que tengan 
una amplia cobertura nacional a través de dichos servicios,» y se mantiene como estaba «en los 
formatos que su tecnología lo permita. Luego se agrega: «Deberá asignárseles a las mismas, una 
ubicación en la grilla próxima a TNU y a los canales de tv abierta». En el último párrafo también se 
hace un agregado quedando de la siguiente manera: «Esta obligación no generará derechos de 
compensación de ningún tipo para los titulares de los servicios de radiodifusión de televisión abierta y 
de señales de cobertura nacional de producción nacional». 


(Dialogados.) 


-Habíamos dejado este artículo pendiente porque el señor Senador Gallinal envió esta 
modificación que la imprimí y la hice fotocopiar. 


SEÑOR DE COLA.- Leí atentamente la versión taquigráfica de la sesión en la que comparecieron 
tanto el Canal A+V, como Canal U que son, sin duda, dos propuestas de señales de producción 
nacional muy interesantes que están haciendo aportes en lo que tiene que ver con la generación de 
contenidos audiovisuales nacionales. Compartimos la intención última de lo que sería este planteo, 
pero vemos que existe una dificultad para encontrar una implementación apropiada. Digo esto porque 
estamos hablando de señales. ¿Qué se entiende por señal de cobertura nacional? No existe tal 
concepto. Las señales están para ser emitidas mediante algún sistema y el sistema que emite es el 


que tiene el alcance. Entonces, si se emite por televisión abierta, tiene el área de cobertura asignada a 
ese servicio de radiodifusión que, típicamente por un tema tecnológico, tiene determinado campo de 
acción. Por ejemplo, si se transmite por un sistema de televisión por cable, tendrá el alcance del 
cableado de ese sistema, pero si se transmite por un sistema satelital, eventualmente podrá llegar a 
todo el territorio nacional. En definitiva, una señal de «cobertura nacional» es algo muy difícil de definir. 


También se menciona «que tenga una amplia cobertura nacional a través de dichos 
servicios» y frente a esto nos podemos preguntar quién define la cobertura nacional. 


Por otro lado, estaríamos haciendo una imposición a los sistemas de cable y, eventualmente, 
podríamos llegar a la situación de que se generaran muchas otras propuestas o señales y quisieran 
acogerse a esta misma normativa. De esa manera, cualquier producción tendría derecho a obtener su 
ubicación en la grilla de los canales, lo que puede llevar a una saturación de la disponibilidad de 
canales dentro de los sistemas de abonados. 


A fin de completar un poco el panorama, quisiera agregar que la regla del deber transportar o 
de must carry se aplica en casi todos los marcos regulatorios del mundo, pero en la excepción que 
estaba en el proyecto de ley original. Normalmente, se obliga a transportar las señales públicas que 
corresponden a sistemas públicos y a las que corresponden a la misma área de cobertura, a la misma 
zona, porque lo que se busca en ese caso, con las reglas de deber transportar, es que la incomodidad 
que eventualmente tiene el espectador de estar cambiando de control remoto para pasar a recibir 
señales de aire o de cable, no dé lugar a una situación de competencia desleal entre los servicios de 
abonados por cable y los de televisión por aire. Ese es el objetivo de las reglas de must carry -del 
deber transportar- en todo el mundo. 


Cabe acotar que respecto de una regla de este tipo no hay experiencias a nivel internacional 
que permitan predecir cómo será el comportamiento en general, por lo cual entendemos que, sin 
perjuicio de compartir el objetivo final, no vemos con buenos ojos la propuesta, por lo menos tal como 
está escrita, ni creemos que se pueda implementar. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Debo decir que me parecía buena la modificación planteada por varias 
personas: los representantes de A+V, de Canal U y del señor Senador Gallinal quien, de alguna 
manera, interpretó lo que ellos querían decir y elaboró un nuevo texto. 


Pensé que dentro de esta misma coyuntura se podría incluir un canal, que para mí es muy 
bueno: Tevé Ciudad porque, justamente, es un canal que pueden ver todos. Debo decir que aproveché 
la circunstancia y alenté un poco la modificación de este artículo pensando precisamente en el canal de 
la 


Intendencia de Montevideo porque creí que podría tener una difusión mucho más grande. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con la simpatía con la que uno mira este artículo, pero tal como 
decía el señor De Cola, tiene algunos problemas de aplicabilidad sobre los que, eventualmente, 
tendríamos que trabajar. 


Me gustaría proponer que la Comisión no resuelva acerca de quién será el miembro 
informante ni del pasaje del proyecto de ley al Plenario, a fin de tener un poco más de tiempo para 
trabajar... 


SEÑOR HEBER.- Pero tenemos que votar este artículo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, señor Senador; simplemente, estoy dando las razones por las 
cuales no quiero continuar discutiendo el artículo 98. Obviamente que vamos a votarlo. Me parece que, 


eventualmente, si se encuentra una formulación que contemple una cosa y otra, se podrá plantear en 
Sala. Por lo tanto, se va a votar el artículo 98 tal como viene de la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 


SEÑOR ABREU.- Antes de terminar con la sesión, me gustaría hacer una pregunta. ¿Qué quiere decir 
«en lugares adecuados de su grilla de señales»? 


SEÑOR DE COLA.- Normalmente las reglas del must carry son resistidas por los operadores de cable 
porque, en definitiva, es una imposición que se les hace. Ante esto, una estrategia típica para mantener 
lo que sería el origen de la situación -que es tratar de que los canales de aire no sean vistos por sus 
abonados y que estos últimos vean sus propios canales- es colocar los canales de aire lejos del 
zapping habitual. Entonces, cuando se habla de un lugar apropiado quiere decir que, por ejemplo, 
todos los canales de aire estén juntos. Hoy es habitual encontrar en algunas empresas de cable 
operadores de Montevideo en los que los canales 4, 10 y 12 están juntos pero para llegar al canal 5 
hay que saltearse varios otros. Está claro que los canales 4, 5, 10 y 12 son de aire pero hay una 
discriminación hacia TNU que aleja a los televidentes de la secuencia normal de zapping. Entonces, la 
idea es que los lugares adecuados refieran a una agrupación temática o por tipo de canal, que es lo 
que se hace habitualmente. 


SEÑOR ABREU.- Lo que ha dicho el señor De Cola explica la intención del artículo propuesto por el 
señor Senador Gallinal o por la Señal A+V, que proponen que se les asigne un lugar en la grilla 
próximo a TNU y a los canales de televisión abierta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la postergación del nombramiento del miembro informante y del 
pasaje del proyecto de ley al Plenario. 


(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 9 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


